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			Introducción

			La ideología chilena

			Hay a lo menos cuatro falacias que han reinado en el discurso de las élites chilenas por demasiadas décadas, particularmente entre las élites empresariales. Esas falacias se resumen en las siguientes proposiciones:

			Primero, la libertad es sustituta de la igualdad.

			Segundo, la igualdad de oportunidades es separable de la de resultados.

			Tercero, la meritocracia es separable de la solidaridad.

			Cuarto, la empresa es posible sin Estado. 

			Estas falacias tienen sustento ideológico, es decir, reflejan una manera de ver el mundo y un deseo de cómo “debiera” ser; no son, necesariamente, reflejo de cómo “es” el mundo. Una de las estrategias de los partidarios de esta visión ha sido presentar estas falacias como verdades científicas o fenómenos de la realidad, es decir, evidentes, forzosos e inevitables. 

			Pero no lo son. 

			Primero, la crisis global de la democracia liberal ha demostrado que la igualdad no es sustituta de la libertad, sino que es complementaria. Hasta los más conservadores reconocen que la desigualdad económica y cultural es la base del resurgimiento contemporáneo del nacionalismo, chovinismo, racismo, populismo, autoritarismo y la violencia en la política. No es posible, ni sustentable, una sociedad libre sin que esta se encuentre fundamentada y estructurada en torno a estándares básicos de igualdad. La libertad involucra que cada uno de nosotros sea libre de construir su vida como quiera y tenga derecho a competir en el espacio que escoja por un rol y por un estatus. La libertad, la naturaleza humana y la lógica de las jerarquías sociales, culturales, científicas y económicas implican que no todos son ganadores: hay quienes tienen más o menos éxito en diferentes planos de sus vidas. Si ese concurso, en libertad, al que somos invitados por la sociedad liberal, no es percibido como “justo”, esto es, como partiendo de una base mínima de igualdad, no producirá resultados legítimos. Si los resultados no son legítimos, el concurso tampoco lo es. La igualdad, por ende, desde un punto de vista político, no es sustituta de la libertad, es complementaria. La mecánica de la libertad y la competencia, en cualquier tipo de sociedad (particularmente en el capitalismo contemporáneo), tiende a generar jerarquías y profundizar la desigualdad; es decir: la libertad “produce” desigualdad. Es una paradoja frecuente en la sociedad humana: una virtud “destruye” otra, algo que necesita. El desafío de la política moderna es, en gran medida, administrar este problema. Pero la ideología chilena propugna que este problema, esta tensión, este desafío, no existe: la libertad y la igualdad son opciones entre las que hay escoger, y usted será de izquierda o derecha dependiendo de la opción que decida tomar. Eso propone la ideología chilena. 

			Segundo, la igualdad de oportunidades es inseparable de la igualdad de resultados: la competencia, en libertad, es un fenómeno dinámico, intertemporal e intergeneracional donde el capital (financiero, social y cultural) es, frecuentemente, heredado. La libertad consiste, en gran medida, en emprender proyectos. A veces son proyectos empresariales, a veces no. A veces la libertad consiste en emprender proyectos educativos, culturales, científicos, deportivos, religiosos, de estilo de vida. Y siempre que uno emprende un proyecto involucra ideas, recursos, esfuerzo y suerte. A uno le puede ir bien o mal dependiendo de estas cuatro cosas que, usualmente, son muy difíciles de separar: la idea puede ser buena o mala (hay que probarla para descubrirlo), la suerte puede ser buena o mala (primero hay que intentarlo), el esfuerzo podrá ser o no suficiente (eso se evalúa después) y los recursos de los que se dispone (financieros, sociales y culturales) podrán ser o no los adecuados. Por ende, si uno tiene una buena idea, capacidad de trabajo e incluso suerte, puede que el proyecto se vea frustrado por la ausencia de recursos o acceso a ellos: la igualdad de oportunidades no es separable de la igualdad de resultados. La evidencia internacional lo demuestra de forma muy elocuente: los países más igualitarios son, a su vez, los de mayor movilidad social; los menos igualitarios tienden a ser estamentales, llenos de castas. Pero la ideología chilena propugna que no debiéramos preocuparnos de la igualdad de resultados y que lo importante es la igualdad de oportunidades. Aquellos que manifestamos preocupación por la igualdad de resultados seríamos defensores de la mediocridad, la flojera y el subdesarrollo, mientras que los partidarios de la igualdad de oportunidades defienden el esfuerzo, el mérito y, por ende, el progreso. Eso propone la ideología chilena. 

			Tercero, la meritocracia solamente es sostenible desde un punto de vista económico, cultural y político si está acompañada de solidaridad. Como sabe todo empresario, los proyectos más rentables y productivos son los más riesgosos. Esta no es una característica de la actividad empresarial solamente, sino de la vida: es cierto para las empresas y las finanzas, pero también para la política, el arte, el deporte e incluso las relaciones interpersonales. Esto implica que el mérito, esto es, el premio a los que se esfuerzan y trabajan duro, es insuficiente para incentivar el progreso. Y es insuficiente porque a veces los que no tienen éxito no fracasan porque no se hayan esforzado, sino porque tuvieron mala suerte o pobres condiciones de inicio. Y como queremos que todos lo intenten (porque solo así descubriremos talentos, tecnologías, proyectos e ideas nuevas), necesitamos hacernos cargo de lo que pasa con los que fracasan, con los que no lo logran, con aquellos a los que les va mal. Si ese sistema de protección no existe, menos gente correrá la carrera del mérito y más gente se refugiará (naturalmente) en proyectos de vida poco rentables, pero seguros. El problema es que por lo general (salvo quienes infringen leyes, incumplen contratos, etcétera) es muy difícil desentrañar las causas de un fracaso y establecer un sistema de protección adecuado. Sería necesaria una solidaridad al menos relativamente universal y diseñada de modo que no desincentive la meritocracia. En otras palabras: la solidaridad que se necesita para incentivar la meritocracia debe hacerse de un modo que, a su vez, no la derrote. Esto implica un sistema de protección social generoso y, por ende, caro, pero además sensible a los incentivos y por ende difícil de diseñar (lo que lo encarece aun más). Pero la ideología chilena propugna que la solidaridad no es un insumo de la meritocracia, sino un gesto ético separable de la competencia y la libertad. Es natural, por ende, que la solidaridad esté entregada a la beneficencia, frecuentemente dominada por lógicas religiosas o mediáticas. La solidaridad no es un insumo esencial para que haya más meritocracia. Eso propone la ideología chilena.

			Cuarto, no es posible el emprendimiento ni la empresa sin el Estado. Esto resulta evidente a los empresarios chilenos que han redescubierto las cosas que hace normalmente el Estado y que son habilitantes para que ellos puedan emprender. Es lamentable que tengan que asomarse al precipicio de la anarquía y la anomia para recordarlo, pero así ha ocurrido: durante mucho tiempo predominó en nuestro país, entre los empresarios, el discurso de Estado mínimo y la agenda política de debilitamiento y deslegitimación del mismo en distintas áreas. El Estado, cuando funciona bien, genera un conjunto de condiciones legales (propiedad, Estado de derecho, debido proceso, etcétera), de inversiones públicas (infraestructura, educación, etcétera) y de coordinación estratégica (políticas de desarrollo) que no son posibles de otro modo. Si el Estado no funciona bien, si hay corrupción, clientelismo e ineficiencia, esto no es una razón para achicarlo y debilitarlo. Más aun, es una razón para reformarlo y fortalecerlo. Rara vez eso terminará siendo más barato o involucrando menos recursos que antes, aunque estos se usen mejor. Como sabe cualquier persona a cargo de una empresa, los sistemas de control y la gestión de calidad cuestan plata. La reforma del Estado no lo achica. No es casualidad que las historias exitosas de desarrollo económico (capitalista) siempre han involucrado un rol muy importante del Estado y usualmente tienen Estados relativamente grandes. Pero la ideología chilena propugna que el Estado hace “crowding out”1 de la actividad empresarial; que hace “picking the winners”2 cuando intenta coordinación estratégica; y que inevitablemente será infectado por “rent seeking”3 por parte de “special interests” 4. Por ello, es mejor achicarlo a su mínimo. Eso propone la ideología chilena. 

			No hay ningún problema, realmente, con que usted sea partidario de esta ideología. Como toda ideología, representa un marco conceptual para pensar la realidad de acuerdo con ciertos parámetros éticos. Como toda ideología, tiene un “modelo” de la realidad para explicar y entender cómo funciona. Y por ende tiene una “teoría” de cómo “mejorar” la realidad de acuerdo con esos parámetros éticos. Quizás usted considera que cuatro atributos deseables de nuestro proyecto de desarrollo sean que en Chile escojamos efectivamente entre libertad e igualdad, que nos concentremos en la igualdad de oportunidades y no de resultados, que la solidaridad solo tenga una lógica de beneficencia y que se deje a la empresa desarrollarse sin Estado. Es un modo de pensar, es una filosofía política y una ideología que tiene diferentes nombres en diferentes partes del mundo: libertario, anarcocapitalista, minarquista, neoliberal, etcétera. 

			Se podría argumentar que en Chile se hizo un intento, durante la dictadura, de construir esa realidad a través de políticas muy concretas. Quizás una forma de medir y entender las políticas de la dictadura sea esta y no algo como el crecimiento económico o el desempleo. El profesor Ricardo Ffrench-Davis, por ejemplo, siempre nos recuerda que el desempeño de la dictadura en términos de crecimiento e inversión (métricas favoritas del sector empresarial) es pobrísimo. Una forma de entender esto es atribuirlo a falta de destreza o a la aplicación de doctrinas económicas equivocadas. Otra forma de entenderlo es considerando que se buscaba no solo crecimiento económico, sino la transformación del sistema económico, social y cultural de acuerdo con estas cuatro proposiciones. ¿Por qué? Bueno, porque forman parte de una visión ideológica. 

			Y, si usted quiere, uno podría incluso conceder que, durante los años de la Concertación y Nueva Mayoría, sea por acción, omisión o correlaciones de fuerzas adversas, no hubo mayor éxito en revertir y corregir muchos aspectos de estas políticas. Yo conozco personas que participaron de esos Gobiernos en forma muy comprometida, que se sienten orgullosos de muchas cosas logradas y que reconocen esta tarea pendiente. Muchos de ellos, en esos años, ya lo decían. 

			Una de las expresiones más palpables de la existencia de esta ideología chilena es la actitud y posición del Gobierno actual que es, por cierto, de centroderecha y, por ende, cercano a las miradas y perspectivas predominantes en el empresariado. En los meses que han seguido al estallido social el Gobierno ha cambiado en forma muy significativa su política social y económica. De hecho, si uno revisa los proyectos de ley en materias tributarias o de pensiones, son muy diferentes de lo contemplado en el programa de Gobierno. Son más expansivos5, más caros y más parecidos a lo que podría haber propuesto el Gobierno de centroizquierda anterior. Negar esto sería un acto de poca honestidad e integridad intelectual. Sin embargo, lo propuesto por el Gobierno se queda corto en comparación con la escala de esfuerzos de gasto social y expansión del sistema de protección y redistribución social que se necesita. Es posible que una de las razones de ello sea que aún predomine la ideología chilena: la idea de que la expansión de la acción del Estado, de la solidaridad, protección y redistribución social, necesariamente tienen que conllevar un costo para el emprendimiento, la meritocracia y la libertad. Una manera de entender, quizás, una de las diferencias centrales entre el pensamiento de este autor y la visión predominante en el Gobierno actual es que ellos parecen creer que no hay forma de evitar ese costo, que la expansión de la acción del Estado y del gasto social, hágase como se haga, se contrapone a los valores expresados en la proposiciones de más arriba; el autor, en cambio, cree que hay mucha evidencia comparada que permite afirmar que existen formas de hacer esto, mejores y peores, pero que algunas de las mejores son funcionales a la expansión de la libertad, la meritocracia, el esfuerzo y el emprendimiento. 

			Una y otra vez, en foros de diferente tipo y en redes sociales, uno se topa con personas que de una forma u otra expresan la idea de que las posiciones de izquierda, necesariamente, prefieren más igualdad, aunque esto tenga un costo de crecimiento. Te dicen: “Mira, si me haces escoger entre una sociedad pobre pero igualitaria o una rica pero desigual, yo prefiero lo segundo”. Si usted es de esas personas, le voy a conceder que exista gente en la izquierda que piensa eso. De hecho, uno de los efectos culturales de la ideología chilena ha sido la “neoliberalización” de una parte de la izquierda más radical, que efectivamente piensa así, como la “derecha” necesita que piense. Una de las expresiones más evidentes de ello es que cuando uno propone el tipo de estrategia que expone este libro, aparece una posición reactiva, muy emocional, casi una reacción instintiva en ciertos sectores de izquierda cuya lógica es básicamente que, si uno propone algo que es bueno para el emprendimiento y el desarrollo, “tiene” que ser malo para la igualdad y para superar lo que llaman neoliberalismo. Concedo que existe esta forma de pensar. Yo mismo he tenido que debatir contra ella muchas veces, pues la considero equivocada.

			Lo que no le voy a conceder es que la mayoría de las personas de izquierda piensen esto (no me parece que sea así), tampoco le voy a conceder que la experiencia comparada internacional muestre que haya que tomar esta disyuntiva (no lo muestra) y menos que eso sea lo que proponen este autor y este libro. 

			Usted es libre de creer o no que lo que se propone en este texto es factible, posible o probable. No sería justo, sin embargo, describir lo que se dice en este texto de acuerdo con esa disyuntiva del tipo Guerra Fría en la que se sienten tan cómodos los sectores más extremos de la política de nuestro país. Este autor no solo piensa que sí es posible, sino que además profesa (junto con muchos colegas economistas) que existe no solo la evidencia comparada internacional, sino el conocimiento técnico de cómo formular esa estrategia. 

			La mala noticia para nosotros, los que simpatizamos con lo expuesto en este libro, es que las ideas que componen la ideología chilena no son solamente un cuerpo lógico, no son una materia académica, no son una hipótesis científica constantemente desafiada por el método de falsificación empírica que nos enseñó Karl Popper6; no, ese cuerpo de ideas es una ideología. 

			La mejor explicación que conozco hasta ahora acerca de qué es una ideología se debe al filósofo Slavoj Žižek7 y está basada en una famosa frase de Donald Rumsfeld (quien fue secretario de Defensa del Gobierno de G.W. Bush) formulada cuando explicaba estrategias de inteligencia. La frase es: 

			Los informes que dicen que algo no ha sucedido siempre son interesantes para mí, porque, como sabemos, hay cosas que sabemos que sabemos. También sabemos que hay cosas que sabemos que no sabemos. Pero hay, además, cosas que no sabemos que no sabemos. Y durante la historia de nuestro país y de otras naciones libres, esta última categoría ha tendido a ser la más difícil de todas. 

			Žižek, en varias conferencias y publicaciones, ha destacado que falta una categoría: las cosas “que no sabemos que sabemos” y que “gobiernan” nuestra forma de pensar y actuar, de algún modo, más allá de nuestra voluntad. Esas cosas “que no sabemos que sabemos” nos parecen naturales, nos parecen que son la forma que tiene el mundo y ya. A eso, Žižek lo llama “ideología”. 

			La ideología chilena es así, forma parte de las convicciones de muchos actores relevantes de la sociedad. No solamente de aquellos a quienes les conviene o para quienes es funcional sino también a sus supuestos opositores que, como hemos visto, frecuentemente actúan y opinan como convencidos de esa ideología, aceptando el absurdo rincón en que esta los sitúa. 

			Como es una ideología, es muy difícil de cambiar: requiere cuestionar, continuamente, aquellas cosas que muchos de nuestros ciudadanos y líderes creen saber con total seguridad, e invitarlos a considerar otras formas de ver el mundo, otros parámetros de la realidad. 

			Una cosa me tranquiliza: el cambio ideológico al que estoy invitando, en lo que respecta a la estrategia de desarrollo, tiene una diferencia fundamental con otros que están siendo propuestos y publicitados en el marco del estallido social. En este libro no proponemos adherir a una utopía, no proponemos adherir a un experimento social, no proponemos adherir a sueños; más bien, proponemos adherir a una visión de mundo y a un pragmatismo económico al servicio del desarrollo y la equidad, que ha funcionado en muchas partes del mundo. Proponemos adherir no a un sueño de otro mundo, sino a una realidad alternativa, pero posible. 

			Yo voté “Apruebo” y “Convención Constitucional” (electa por unanimidad) en el plebiscito del 25 de octubre del 2020. 

			En las elecciones para escoger delegados a la convención, mi voto es por alguien de valores socialistas, democráticos y liberales, pero que entiende que estamos construyendo un contrato social inclusivo y funcional. No respaldaré, en esta y en otras elecciones, a candidatos que piensan representar posiciones utópicas y maximalistas. El ejercicio de elaboración de una Constitución consiste, esencialmente, en la posibilidad de escribir las reglas de juego de nuestra democracia. Eso implica que una mayoría muy grande debe estar de acuerdo con esas reglas y, por ende, no es útil ni correcto imponer las reglas favoritas de un bando mayoritario que ni de cerca es unánime sobre una minoría significativa. Es quizás demasiado ambicioso creer que la futura Constitución será, realmente, la casa de todos. Es improbable, siempre habrá disensos respecto al acuerdo que se logre. Sin embargo, es fundamental que esos disensos sean mínimos y que el respaldo a las reglas democráticas que emerja del proceso constituyente sea muy mayoritario. 

			Pero el problema no termina ahí. No termina con la elección de una convención constitucional, la elaboración de un nuevo texto y su eventual aprobación en el plebiscito de salida. 

			Para que una nueva Constitución no resulte un fiasco político y social dependemos críticamente de lo que haga el siguiente Gobierno que elijamos; quizás dependemos, incluso, de las próximas dos o tres administraciones.

			Esa administración tendrá muchas tareas difíciles y simultáneas en las que se juega el futuro de Chile. Muchas de estas tareas se delinean y analizan en este libro.

			Entre otras cosas, el próximo Gobierno va a tener que:

			•	Implementar las reformas institucionales y legales que serán resultado de la nueva Constitución, adecuando esos cuerpos legales e instituciones al nuevo texto constitucional. Esto implica cambios en la forma en que se gestionan muchas partes del Estado y en la forma en que trabajan muchos servidores públicos. 

			•	Construir un pacto político que sustente un proceso de reconciliación nacional en torno a las Policías. Ese proceso tiene pasos que ya hemos recorrido en nuestra historia: verdad, diálogo, justicia y reconciliación, pero también tiene sus particularidades. 

			•	Asociado a lo anterior deberá pactar políticamente una reforma integral a Policías, Fiscalías y Juzgados, que recupere la legitimidad perdida por estas instituciones durante el estallido social, pero también durante muchos años, como resultado de una secuencia de escándalos de corrupción e incompetencia. 

			•	Pactar, diseñar, aprobar e implementar una expansión significativa del sistema de redistribución y protección social, particularmente lo que respecta a una vejez digna: pensiones, remedios, ambulancias, cuidado para adultos no autovalentes, vacaciones, etcétera; a una niñez feliz y segura para todos los niños y en el apoyo a los hogares más vulnerables, como los hogares monoparentales.

			•	Implementar un proceso de descentralización territorial coherente, con elección de nuevos gobiernos territoriales y con las reglas que la nueva Constitución suponga para esos gobiernos regionales. 

			•	Implementar un proceso de diálogo social, inversiones urbanas y nuevas instituciones vecinales para recuperar espacios y servicios públicos que se han deteriorado durante el estallido social, pero también, con la misma metodología y recursos, recuperar espacios y servicios públicos históricamente abandonados por el Estado (en barrios y poblaciones). 

			•	Implementar un proceso de diálogo comunitario abierto, acompañado de recursos frescos para reencauzar colegios públicos en su función educativa, terminar con la dinámica de conflictos y empezar a cerrar brechas con colegios privados.

			•	Convertir el sistema de universidades del Estado en un sistema gratuito integrado y meritocrático, con propedéuticos, bachilleratos y politécnicos de entrada y universidades con sistemas de asenso interno a través de licenciaturas, maestrías y doctorados, que permitan a estudiantes abrir su mirada, cambiar sus intereses, adaptar su carrera al descubrir su vocación y remediar los déficits heredados. 

			•	Pactar una agenda tributaria de largo plazo, esto es, una secuencia de cambios tributarios paulatinos pero predecibles de escala muy significativa, que financie los gastos adicionales del fisco con la gradualidad requerida, pero con responsabilidad fiscal estructural. 

			•	Implementar una estrategia de pactos de desarrollo consistente en acuerdos de inversión, producción, empleo y distribución de utilidades entre empresas, Estado, sindicatos y comunidades, fundamentados en compromisos de todas las partes y valor compartido. 

			Como se puede ver, el próximo Gobierno tiene una agenda super difícil y desafiante. Pero además es una agenda que, por su carácter, corresponde a una coalición de centroizquierda, progresista y que combine las miradas del socialismo democrático, de los socialdemócratas, del humanismo cristiano, de los social-liberales y de los liberales igualitarios. Lo que quisiera enfatizar es que en el éxito de esa agenda de Gobierno se jugará, en gran medida, la legitimidad del proceso constituyente. 

			Esto es imposible sin una coalición política amplia, en la que no haya ambigüedades en compromisos con valores democráticos, libertad de expresión, derechos humanos (de todos, no solo de los propios), debido proceso y Estado de derecho. 

			En la actualidad no se observa nada que se aproxime a ese tipo de coalición. Lo que se ha visto, en cambio, es balcanización, propensión a las purgas, infantilismo político, adicción a la frivolidad comunicacional, falta de rigor en el análisis de políticas, infatuaciones violentistas o complicidad pasiva con quienes hacen aspavientos de ello. Quienes queremos que sea exitoso este proceso de cambio social nos aferramos a la esperanza de que esto efectivamente cambie y le adjudicamos potencial a los procesos electorales y deliberativos que contiene el proceso constituyente. Quizás, esperamos, en ese proceso se comience a producir un tipo de conversación que conduzca a la construcción colectiva de un proyecto político que contenga aquello que trata este libro: una estrategia de desarrollo. Lo hemos escrito para contribuir a este proceso.

			El libro se organiza en cinco secciones, cada una de ellas tratando una terna de desafíos, amenazas, requerimientos estratégicos, cambios revolucionarios y apuestas económicas que Chile podría hacer. Partimos haciendo un diagnóstico sobre el estancamiento de lo que popularmente se describe como el “modelo” chileno, particularmente en lo que respecta a su empeoramiento estructural de desempeño tanto en crecimiento como en equidad. La segunda sección analiza tres amenazas urgentes sobre el país: la obsolescencia de nuestro pacto social, la emergencia climática global y las crecientes amenazas tecnológicas al trabajo. La tercera sección analiza las tres partes que debiera tener un nuevo pacto de desarrollo para Chile: los derechos sociales garantizados, el trato que debemos dar a los bienes nacionales de uso público y el rol que debemos otorgarles a las empresas estratégicas del Estado. La cuarta sección discute tres cambios revolucionarios que se requieren para que lo anterior sea viable: una revolución ética en lo privado, una revolución ética en lo público y una revolución cívica que se está expresando en el proceso de cambio constitucional. La quinta y última sección delinea tres apuestas estratégicas que Chile podría tomar para orientar sus políticas públicas y su estrategia de desarrollo: una economía verde, una economía laboral y una economía científica. En la conclusión intentamos delinear en forma telegráfica cómo podría uno imaginar esta estrategia en forma concreta.

			Comencé a escribir Un nuevo pacto después del estallido social y lo desarrollé durante la pandemia en la biblioteca de mi casa que ha sido mi oficina y sala de clases durante todo este periodo. Quiero agradecer a mi editor Juan Manuel Silva Barandica, a mi amiga Javiera Parada y a Ghislaine Tisné, la directora ejecutiva de UEconomía de la Universidad de Chile que, quizá sin darse cuenta, impulsaron la producción de este libro insistiendo una y otra vez —tras escuchar seminarios y entrevistas en que yo delineaba algunos de los argumentos compilados acá— que este texto debía escribirse. 

			Quiero agradecer el apoyo de Martín Rebolledo Jaure, viejo ayudante de cursos y de investigación que a estas alturas se ha convertido en un colaborador muy cercano y prometedor economista. Martín sirvió de editor y corrector, apoyando con investigación de contenidos y cifras. Hizo un gran trabajo, como verán. 

			Quiero agradecer la ayuda de mis equipos de ayudantes de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile que me ayudaron a sostener el enorme esfuerzo docente que hubo que desplegar durante el año 2020 y sin cuyo apoyo, responsabilidad y enorme profesionalismo este libro hubiera sido imposible: Catalina Vidal Riquelme, Flavia Mosciatti Recart, Jorge Ignacio Frei, María Jesús Negrete, Marco Corrales, Paulette Alarcón, Pedro Schilling, Sofía Trucco, Maite Azúa, Giovanni Villa Salas, Joaquín Urria, Manuela Escobar Urrejola, Claudia Leiva Hidalgo, Roberto Beltrán Infante, Andrés Berríos Etcheberry, Sebastián Chacón, Pedro Cubillos Ramdohr, Ivo Farfán, Diego Galleguillos, Paula González, Macarena Gutiérrez Álvarez, María Jesús Hermosilla, Jhovan Kesternich, Anton Kullak, Fran Aoi Montecinos, Sebastián Muena Cortés, Bernarda Muñoz Astudillo, Cristina Persico, Daniel Piquer, Amanda Rodríguez Núñez, Valentina Rojas, Joaquín Sierpe e Ignacia Ulloa. Además quiero agradecer muy especialmente a mis ayudantes coordinadores que conscientemente tomaron roles y asumieron trabajo adicional para despejarme espacio mental y energías para este ejercicio: Fernanda Eterovic, Miranda Álvarez Rauld, Miguel del Valle Fuentes, Guido Osorio Salinas, María José Lederman y Carolina Held Hasson.

			Finalmente, quiero agradecer el apoyo de mi señora y compañera Patricia Medrano Vera (la Patita) que porfiadamente me obligó a trabajar en este texto cada vez que veía declinar y decaer el propósito y la energía. Sin su insistencia cotidiana esto no se habría realizado y sin su atención y oído para probar muchos de los argumentos, tampoco podríamos haber terminado. Su ayuda en la producción de varias de las cifras y respaldos técnicos de este texto fue esencial (de algo tiene que servir estar casado con una Ph.D. en Economía y experta en estadísticas). Quiero agradecer a mi padre Óscar Landerretche Gacitúa y mi madre Trini Moreno Soto con los que discutí en extenso muchos de los temas y que lo pasaron tan mal este año. Quiero agradecer a mi suegra María de la Luz Vera, a Nicolás Castillo y a Catalina Jofré sin cuyo compromiso, generosidad y cariño hacia esta casa y sus niños, no habríamos podido sobrellevar este periodo. Quiero agradecer a mis hijos: Óscar, Andrea, Matilde y Pedro por ayudar a sostener el espacio de concentración necesario para este ejercicio en un difícil contexto de cuarentenas, encierro y clases en casa vía plataformas virtuales.

			Finalmente quiero dedicar el libro a Pedro Medrano Rojas, mi suegro, a quien perdimos el año pasado. Don Pedro fue un abogado y diplomático chileno que dedicó su vida a luchar por la democracia en Chile y en contra de la guerra y el hambre en todo el mundo. Durante buena parte de su exilio trabajó por recuperar la democracia en Chile por la vía de conseguir fondos internacionales de ayuda para organizaciones y medios de la oposición a la dictadura. Luego, instalados los Gobiernos democráticos, participó del proceso de paz de El Salvador, siendo el embajador de Chile allá. Su rol es reconocido por diversos actores de ese país. Las últimas décadas las dedicó a combatir el hambre en todo el mundo, pero particularmente en América, India y África, ejerciendo altos roles directivos en el Programa Mundial de Alimentos de las Naciones Unidas, organización que lo llenaba de orgullo y que alcanzó a ver galardonada con un Premio Nobel de la Paz el año pasado. Era una persona enormemente importante en mi vida. Constantemente conversamos de los temas públicos, políticos y culturales del país, incluyendo muchos de los que aparecen en este libro. 

			Su costumbre era aparecer en la biblioteca de mi casa con un libro que acababa de terminar y su frase “¿tienes un segundo? ... Creo que quizá te podría interesar”, lo que en realidad significaba que era algo que yo debía leer y que me iba a servir para aquello que estaba haciendo. Usualmente era una biografía política, un libro de historia o un ensayo bien complicado sobre asuntos políticos, económicos o sociales. Le estoy eternamente agradecido y este texto es, en gran medida, legado suyo también. 

			Honor y gloria, don Pedro.

			





Tres partes de un desafío

			El problema de la desigualdad y el desarrollo

			El gráfico chispita

			Chile carga, a lo largo del viacrucis que es la historia de las naciones, con una pesada y antigua cruz: el problema histórico y estructural de la desigualdad. Ese problema tiene raíces profundas en nuestro origen como nación, por allá muy lejos, en las brumas mitológicas de nuestro pasado colonial, pero se expresa todavía hoy, y ya hace demasiado tiempo, en nuestra cultura, en la forma en que nos comportamos, en los acentos con que hablamos el idioma, en los modismos y palabras que escogemos para referirnos a cosas cotidianas, en la forma de vestir, comer y vivir. Chile tiene una cultura de la desigualdad, tan arraigada y profunda que en ocasiones se hace difícil distinguirla y separarla del intrincado telar que representa lo que somos como nación.

			Un error que cometen comentaristas y analistas públicos consiste en decir que la desigualdad de ingresos y riquezas no es, realmente, la fuente del malestar social actual. Algunos incluso llegan tan lejos como para afirmar que en ninguna encuesta aparece la desigualdad como una prioridad o principal preocupación de la ciudadanía. Esto, que podría ser cierto desde un punto de vista estadístico, contiene una falacia: el camuflaje de una mentira.

			Es cierto que la desigualdad no es declarada usualmente como prioridad en las encuestas de opinión pública. Sin embargo, sí aparecen, en forma muy prominente, expresiones concretas de la desigualdad: bajos salarios y pensiones, carestía y vulnerabilidad, precariedad y abuso laboral, riesgos catastróficos al enfrentar la vejez y la enfermedad. Estas preocupaciones, que sí inquietan a la población y que sí aparecen en encuestas, son la expresión práctica y concreta de la desigualdad de ingresos y riqueza. A veces, algunos de estos fenómenos tienen causas adicionales: a veces es la productividad, a veces los defectos del sistema de educación o de los mecanismos del Poder Judicial, a veces es el subdesarrollo de nuestro mercado de capitales, a veces la precariedad de nuestra cultura empresarial. Todo eso puede ser verdad, pero no se puede negar que cada uno de esos problemas es empeorado por la desigualdad. Más aun, las desigualdades, muchas veces, son un impedimento para las soluciones. La desigualdad es la causa de la enfermedad, el origen de ella. El enfermo de cáncer quiere sanarse del dolor que siente, esa es su prioridad, eso es lo que dirá en la encuesta, pero la causa profunda de sus problemas no es el dolor, ni siquiera el tumor que le pueden llegar a detectar y luego extirpar. La causa del dolor y del tumor es su hábito de fumar; más aun, los problemas y ansiedades, las características de su estilo de vida que sostienen su adicción. Esa es la verdadera causa. Quizás un médico lo salve esta vez, pero solo por un tiempo, hasta que sus hábitos de vida y sus adicciones crónicas lo vuelvan a enfermar.

			Chile sufre de desigualdad crónica, parecida en su dinámica a una enfermedad que vuelve y vuelve, de la que el paciente se salva una y otra vez con soluciones temporales, pero sin abordar el problema de fondo ni lograr una solución definitiva. En ciertos periodos la prosperidad y estabilidad (a veces generada por nosotros, otras veces importada) han generado una sensación de bienestar; pero la enfermedad sigue ahí, como una espada de Damocles sobre nuestro proyecto republicano.

			Del mismo modo: las pensiones, los salarios, los remedios, los precios del agua, electricidad y transporte, las deudas de la educación y tantas cosas más son el tumor, el síntoma; la causa original de este tumor, la enfermedad que los causa o que nos impide convalecer es la desigualdad; asimismo, la razón profunda, el origen del problema es, en verdad, nuestra cultura de la desigualdad.

			Si usted atiende los debates políticos y públicos sobre la desigualdad en Chile, va a oír cosas que le sonarán contradictorias. Va a escuchar a un grupo de personas decir que Chile ha mejorado en su equidad durante las últimas tres décadas y otros que dirán que no se ha mejorado nada o incluso se ha empeorado. Unos dirán que el periodo histórico que vivimos después del fin de la dictadura es el mejor periodo de toda nuestra historia republicana; otros dirán que no, que “no son treinta pesos, son treinta años”, implícitamente afirmando que incluso la dictadura fue mejor que los Gobiernos democráticos de la transición. Cada uno de estos grupos buscará mostrarle a usted cifras que apoyan esa manera de juzgar la historia; por ejemplo, elaborando nuevas formas de calcular la desigualdad, tomando en cuenta unas cosas u otras y que llevan agua al molino particular de quien está hablando. Por alguna razón, resulta necesario desde un punto de vista comunicacional (para quienes quieren defender el modelo capitalista contemporáneo chileno) el poder decir que la desigualdad está mejorando y que se solucionará naturalmente si se deja crecer un tiempo la economía. Por otro lado, aparentemente resulta necesario, para quienes quieren cambiar el modelo, poder decir que la desigualdad no ha mejorado nada o incluso que ha empeorado. Ambos grupos necesitan que la realidad sea tan extrema y caricaturesca como las propuestas que buscan defender. La política del meme no aguanta sutilezas.

			La firme es que ambas posiciones tienen algo de verdad y algo de mentira. La buena noticia es que no es necesario comprarse completamente ninguna de estas dos posiciones, ni hacer acrobacias estadísticas para tener una visión balanceada y realista del problema de la desigualdad en Chile. Sí, nuestro país ha mejorado en sus indicadores de igualdad durante las últimas tres décadas; no, no ha sido suficiente (ni de cerca). No ha sido suficientemente rápido como para que Chile deje de ser un país con un problema crónico de desigualdad y un tumor que pone en riesgo todo su proceso de desarrollo, pero tampoco es cierto que nos hayamos mejorado de la enfermedad y tampoco es cierto que eso ocurrió por obra y gracia del crecimiento económico así no más.

			El gráfico 1 describe la evolución de la desigualdad y el nivel de ingreso en Chile desde 1957 en adelante. Tiene dos partes. Al gráfico de arriba (1a) en la universidad, con mis estudiantes, lo llamamos un gráfico “chispita”, porque funciona parecido a las chispitas que a uno le compraban cuando era cabro chico en Año Nuevo. ¿Se acuerdan cómo uno movía rápidamente la chispita encendida y hacía dibujos en el aire que quedaban marcados por un instante en el espacio? ¿Se acuerdan cómo la parte final del dibujo (la más cercana a donde estaba la chispita) quedaba más marcada y la parte inicial (donde uno había partido el dibujo) más borrosa a medida que se iba esfumando en la oscuridad? Así funciona este gráfico: la parte más oscura corresponde a los años recientes y la parte más punteada, donde la línea se va esfumando, al tiempo pasado. Ahora, este gráfico chispita tiene algo más: tiene marcados los diferentes periodos presidenciales desde la transición a la democracia incluyendo los últimos tres años de la dictadura. Así que, si uno recorre la “estela” de la “chispita”, puede notar cómo fue el desempeño de cada Gobierno en las dos variables del gráfico. ¿Las mejoró? ¿Mejoró una y la otra no? ¿Empeoró las dos?

			El eje horizontal del gráfico muestra el Producto Interno Bruto per cápita de Chile en dólares (el famoso pib), esto es, cuánto produce Chile en total cada año en dólares por persona que habita en nuestro país. Pero esta cifra, esta cantidad de dólares se reporta a “paridad” que significa corregido por las diferencias en el costo de vida entre países para que sea comparable con la misma medida de Estados Unidos (que está en algo más que 62.000 en la actualidad). Para que se haga una idea de lo que significa esta corrección: el pib per cápita en dólares de Chile, sin esta corrección, hoy, está cerca de 16.000. Si uno hace la corrección (para poder comparar con los 62.000 de los gringos) está cerca de 27.000. En el gráfico chispita, que termina en el 2017, está en 25.000. 

			Esta es una medida muy pero muy gruesa y extremadamente simple de la prosperidad promedio de la economía chilena. La calidad de vida es algo mucho más complicado que la cantidad de producto que una economía produce por persona; sin embargo, al mismo tiempo, es cierto que el producto per cápita es un indicador grueso de los estándares de consumo a los que podría acceder la población en general, así que igual vale la pena estudiar su evolución. Es útil, pero eso no significa que sea suficiente.

			Por ejemplo, el pib per cápita que presentamos no está corregido por los niveles de precios que cambian a lo largo del tiempo (por la inflación). Esto significa, entre otras cosas, que cada dólar de los años ochenta, por ejemplo, podía quizás comprar más comida que cada dólar de la actualidad. Peor aun, hay productos que forman parte de la canasta de consumo habitual de las personas hoy en día (celulares, internet, anticoncepción, etcétera) que simplemente no estaban disponibles para ser comprados hace 50 años, lo cual implica que los dólares de hoy, en realidad, permiten acceder a más cosas que antes. Como se puede ver, es problemático hacer comparaciones históricas sobre el bienestar social en base al producto per cápita en dólares. Sin embargo, a pesar de todo ello, y si mantenemos en mente los defectos del indicador, sirve para ver la tendencia de largo plazo del proceso de crecimiento de la economía. 

			[image: ]

			Otro problema que tiene el pib per cápita es que no da cuenta de la desigualdad: es solo un promedio. Para una misma cantidad promedio producida en un país puede ser muy diferente el bienestar, dependiendo de cómo se distribuya. Como lo decía el maestro, físico, filósofo y poeta Nicanor Parra: “Hay dos panes. Usted se come dos. Yo ninguno. Consumo promedio: un pan por persona”. 

			Por eso, el eje vertical del gráfico “chispita” muestra el coeficiente de Gini8 que es, quizás, el indicador más usado para medir la desigualdad. El indicador tiene valor 100 cuando la desigualdad es total, por ejemplo, cuando todo el producto del país es propiedad de solo una persona; y en cambio, cuando la igualdad es completa, esto es, todas las personas tienen exactamente la misma proporción del producto, el indicador tiene valor 0.

			Nuevamente, como ocurre con el pib per cápita, el coeficiente de Gini está sujeto a múltiples críticas y, por ende, no es considerado como un indicador completamente satisfactorio de la desigualdad en un país. Una primera crítica, muy grave, tiene que ver con los datos que se usan para construir este indicador: se sospecha, entre otras cosas, que subestiman los ingresos del capital y de los empresarios (o sea de los más ricos). Esto implicaría que si se calcula correctamente la desigualdad con otras fuentes de datos más completas, pero más difíciles de conseguir, la medición que se obtendría de inequidad sería más alta. Es un poco más difícil, eso sí, saber si ese empeoramiento de la medida de desigualdad es peor hoy (en el marco del capitalismo financiero contemporáneo) o, por ejemplo, en los años cincuenta, en ese Chile agrícola, terrateniente y semifeudal. Una cosa es decir que la desigualdad, en realidad, es más alta y otra es decir que esa corrección, si se puede hacer, logre cambiar la trayectoria histórica de este fenómeno que se refleja en un indicador.

			Otra crítica es que es un indicador promedio de la desigualdad de la economía, cuando en realidad lo que importa desde un punto de vista social y político, es la comparación entre los grupos más ricos y las mayorías más pobres. Hay, por cierto, una industria de académicos e investigadores que regularmente analizan diferentes medidas de desigualdad para hacerse cargo de estas críticas. Finalmente, quizás la crítica más demoledora es la que nos recuerda que estos indicadores están basados en la expresión económica de la desigualdad: la desigualdad de ingresos; mientras que la verdadera desigualdad se compone de injusticias e inequidades que van más allá de lo económico: discriminaciones, marginaciones e invisibilizaciones que constituyen lo que hemos llamado una cultura de la desigualdad. Algunas de estas otras formas se expresan en los niveles de ingreso, pero otras no, o por lo menos no en forma completa. Dicho todo lo anterior, y aceptando que el Gini es una medida gruesa e imperfecta, nuevamente tiene la virtud de ser comparable a lo largo de mucho tiempo y entre muchos países.

			Debido a todas las críticas y el debate que existe en torno al Gini y a cómo se debe medir la desigualdad, en este libro preferimos optar por un enfoque conservador y parsimonioso. No vamos a inventar nuestra propia medida de desigualdad, no vamos a “manosear” las cifras para que se ajusten a la narrativa que nos gusta, nada de eso. Más bien vamos a reportar las medidas de desigualdad estándar que se reportan y usan a nivel internacional y local. 

			Es por eso que el gráfico “chispita” solamente muestra los datos entre el año 1987 y 2017. Lo que estamos mostrando son las cifras de equidad (Gini) y nivel de PIB per cápita que reporta el Banco Mundial en sus bases de datos. La medida de desigualdad que usan es la que se construye a partir de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (Casen) que es el instrumento más completo que tenemos para medir variables socioeconómicas en Chile y lo único que hemos hecho es interpolar los datos en forma lineal para completar los años en que no hay Casen y así poder graficar contra el pib per cápita para todos los años. La medida sigue estando sujeta a muchas de las críticas que hemos discutido y, además, solo existe desde fines de los años ochenta; pero, como dicen, “es lo que hay”: hay que prestarle atención, pero tener presente las críticas.

			Para complementar el análisis es que acompañamos el gráfico “chispita” con el gráfico 1b. Ahí, la serie gris es la misma del gráfico anterior (solo que graficada en el tiempo) pero, además, hemos sumado el cálculo del Gini a partir del instrumento estadístico más antiguo que existe en Chile: la Encuesta de Ocupación y Desocupación del Gran Santiago de la Universidad de Chile que se aplica en forma continua y comparable desde 1957, cuando estaba terminando el Gobierno de Carlos Ibáñez del Campo. Esa encuesta levanta los ingresos de los trabajadores y sus familias, lo que permite calcular el Gini para 63 años de historia chilena. Mostramos el Gini calculado con dos factores de expansión (maneras de ponderar los datos) diferentes: el hot deck que se usa desde el comienzo de la encuesta y el “total” que se usa desde los años ochenta. Esta cifra tiene, por cierto, la gran virtud de permitir una mirada histórica larga, a diferencia de los datos de la Casen y del Banco Mundial. El problema es que es una encuesta que solo se aplica en Santiago por lo que pudiera ser menos representativa y, además, tiene una muestra mucho más pequeña lo que significa que tiene mayor error muestral. Es por eso, por ejemplo, que esa encuesta entrega cálculos del Gini más volátiles. Así que, de nuevo, es un instrumento imperfecto, pero que igual nos permite una visualización que, de otro modo, no podríamos hacer. 

			¿Qué nos muestra este gráfico “chispita” que describe la trayectoria de estas dos mediciones imperfectas del bienestar promedio y la desigualdad? ¿Y qué nos dicen 63 años de crecimiento y desigualdad de Chile medida con estos dos instrumentos estadísticos?

			Varias cosas.

			Primero, nos sirve para comprender algo relativamente obvio y que salta a la vista: el momento más igualitario de la historia chilena hasta hace muy poco es el último año del Gobierno de la Unidad Popular. En ese momento, alcanzamos a tener un Gini de 45. No es algo tan sorprendente. De acuerdo a ambas medidas habríamos recuperado niveles similares en los años recientes previos a la pandemia, incluso logrando bajar un poco más y acercarnos a un Gini de 44. 

			Para hacernos una idea de cuán grave es la enfermedad crónica de la desigualdad chilena, considere que el Gini comparable de un país como Portugal, por ejemplo, es alrededor de 35 hoy en día. Un país como Uruguay está levemente debajo de 40, un poquito más abajo que Estados Unidos que está por el 41. Suecia y Holanda, en cambio, están por debajo de los 30. Esto es, incluso en su momento más igualitario de acuerdo a esta medida, hacia finales del Gobierno de la Unidad Popular o en los años previos a la pandemia, Chile era un país más desigual que Estados Unidos hoy. Por eso decimos que Chile es un país crónicamente desigual.

			Segundo, la dictadura militar tuvo como elemento central y explícito de su estrategia económica la implementación de políticas que aumentaron dramáticamente la desigualdad. Pasamos de un Gini de 45 a uno que a principios de los ochenta ya estaba sobre 50 y que pasó casi toda esa década sobre 55, llegando a su punto máximo de 62 hacia finales de la dictadura de acuerdo a una medida y 57 de acuerdo a la otra. Cuesta encontrar países que tengan esos niveles de desigualdad. En las bases de datos del Banco Mundial (que documenta estos indicadores a nivel internacional) encontramos a Brasil y Botswana con 53, a Suazilandia y Lesotho con 51, a Mozambique con 54, a Namibia con 59 y a Sudáfrica con 63. Ese es el estándar de desigualdad que entregó y nos heredó Pinochet. 

			Tercero, los Gobiernos democráticos que hemos tenido desde el final de la dictadura sí han reducido la desigualdad de ingresos en Chile, de acuerdo a esta forma de medirla. Además, por cierto, en ese mismo periodo, redujeron dramáticamente la pobreza. Al principio de este periodo, al terminar la dictadura, casi la mitad de los hogares chilenos eran pobres de acuerdo a medidas internacionalmente comparables. Hoy ese número se ha reducido a menos de un quinto y por ello nos hemos empezado a preocupar de medidas de pobreza multidimensional, es decir, que van más allá del ingreso. Esa reducción en desigualdad se logró, adicionalmente, al mismo tiempo que se lograba crecimiento económico muy significativo. Esto significa que si uno evalúa la promesa central de los Gobiernos de esa época, el “crecimiento con equidad”, se tendría que admitir, a lo menos, que se ubicó al país en una dirección de cumplimiento de esa combinación. No solo eso, esa combinación de crecimiento y mejoras en la igualdad se logró en una época en que en casi todos los países del mundo (y con muy pocas excepciones) aumentaba la desigualdad en vez de reducirse. 

			Sin embargo, al mismo tiempo, es cierto que el efecto neto de las tres décadas transcurridas desde el retorno a la democracia es, a lo más, el haber logrado revertir el espantoso shock de desigualdad de la dictadura. En treinta años se logró quizás reparar el daño de diecisiete, pero no se logró ir más allá y avanzar. No se ha logrado, aún, alcanzar niveles de equidad comparables a los de los países “alcanzables” de la ocde (el club de los países más desarrollados del mundo). Esa falencia de las políticas económicas de la transición es completamente real y esa crítica es válida. Chile hoy sigue teniendo indicadores de desigualdad de ingresos similares a los que tenía antes de hacer la reforma agraria. Y quizás lo más preocupante sea que, en años recientes, la tendencia a crecer e ir paulatinamente mejorando en equidad se ha ido desacelerando incluso antes de la pandemia.

			Increíble, ¿no?

			Más que increíble, completamente intolerable en un país que pretende alcanzar desarrollo económico y democrático.

			Les dije que los diferentes argumentos que circulan sobre esto tienen algo de verdad y algo de mentira. Pero no nos debiera sorprender, después de todo, sabemos que la retórica política tiene una relación… digamos… “creativa” con la verdad. 

			Queda una cosa más que podemos leer en estos gráficos y es, por cierto, el efecto de la pandemia. El último dato del gráfico 1b es del año 2020. Aún no hay datos de Casen posteriores al 2017 por lo que solo disponemos de la cifra calculada con los datos de la Universidad de Chile. El resultado es dramático: el Gini se dispara desde un nivel de 48 en que había estado fluctuando los últimos años hasta casi 55. De acuerdo a esta medida (con todos los problemas que tiene), como resultado de la pandemia, hemos retrocedido una década en equidad llegando a niveles parecidos a los de la dictadura. Es probable que una parte de esto se revierta en la medida en que superemos esta crisis, pero es improbable que todo este “shock” de desigualdad desaparezca tan rápido. 

			La U invertida

			Hay que decir que la trayectoria de los gráficos anteriores no es terriblemente sorprendente para los economistas. De hecho, hoy en día, en que se suele acusar a los economistas y los “expertos” en general, como nos dicen ahora, de no “achuntarle” a nada, hay que reconocer que aquí hay un “achunte”. ¿Se fijan cómo el gráfico forma una especie de “cerro” que sube y luego baja? Bueno, esa trayectoria corresponde casi calcada a una teoría propuesta por el premio Nobel de Economía del año 1971, Simon Kuznets (1901-1985). 

			Kuznets nació en Pinsk, una ciudad de lo que hoy es la atormentada exrepública soviética de Bielorrusia, pero en ese entonces era parte del Imperio ruso. Cuando tenía veintitantos años emigró junto a su familia a Estados Unidos, huyendo de la guerra civil rusa que siguió a la revolución, pero también, interpretan sus biógrafos, de las persecuciones que se volvían cada vez más frecuentes y violentas contra los judíos en la Europa de esa época. De ahí en adelante desarrolló una destacadísima carrera académica en macroeconomía, desarrollo económico y crecimiento que le valió el premio Nobel. Kuznets, entre otras muchas cosas es, para efectos prácticos, el creador del sistema de cuentas nacionales que usamos en la economía hoy. ¿Ha escuchado hablar en las noticias del pib (Producto Interno Bruto) del que hablamos más arriba? Bueno, Kuznets es quien ordenó la forma en que se mide el pib, la inversión, el consumo, etcétera, por allá por los años treinta. Y mucho de lo que hizo constituye el estándar de lo que se usa hasta el día de hoy en todo el mundo. 

			Ahora, Kuznets era un intelectual de fuste, no solamente un estadístico, así que ya entonces advertía que esas cuentas nacionales (sus cuentas nacionales) no eran suficientes para medir el bienestar de la población. Eran un conjunto de indicadores importantes, que había que medir bien y monitorear con cuidado, pero no una medición completa del bienestar. Era bien razonable Kuznets, sabía lo que entienden todos los buenos economistas: que su ciencia es imperfecta, pero útil. Como se decía antes: lo perfecto es enemigo de lo bueno.

			Una de las cosas que propuso Kuznets es la famosa “curva de Kuznets”, también conocida como “U de Kuznets” 9. Según esa teoría, era esperable que los países pobres en proceso de desarrollo capitalista (lo que en esos tiempos se llamaba “industrialización”) aumentaran su nivel de desigualdad. Pero también, decía Kuznets, era esperable que a partir de cierto punto empezaran a reducir sus niveles de desigualdad. Los países más desarrollados terminarían siendo más igualitarios que los países de ingreso medio. Esa trayectoria de “U invertida” es un resultado estadístico bastante polémico, por diversas razones, pero parece insinuarse muy claramente, a lo menos visualmente, en el caso de Chile a lo largo de su historia. 

			¿Cuál era la explicación que daba Kuznets a la U invertida? 

			Proponía que lo usual en países muy pobres es que se desarrollen sobre la base de inversión, infraestructura y capital. En esos países (pobres, pero que crecen mucho) se invierte a gran velocidad y por lo tanto se acumula capital. Ese capital tiene propietarios que suelen acumularlo y concentrarlo, lo que les permite, a su vez, invertir más. Esas inversiones aumentan la productividad de los trabajadores, porque los dotan de maquinaria e infraestructura que antes no tenían. Algo de esas ganancias se reflejan en incrementos en el nivel de vida de los trabajadores (por eso es una estrategia habitual para salir de la pobreza), pero la mayor parte de las rentas generadas se quedan en manos de la clase capitalista. En otras palabras: la acumulación de capital genera utilidades, ganancias y crecimiento (que hacen crecer al país), pero tienen como residuo casi “natural” una desigualdad creciente. 

			Luego, decía Kuznets, ocurre que el proceso de desarrollo basado solamente en acumulación y concentración de capital se agota. Entonces el país comienza a mejorar sus indicadores de desigualdad a medida que se democratiza el acceso al crédito, o sea, en lenguaje de hoy, cuando las Pyme (no solo las grandes empresas) acceden a capital y préstamos. Cuando los negocios más rentables dejan de ser intensivos en capital y pasan a ser intensivos en innovación10. Es decir, cuando lo crucial para que resulte un negocio es el talento y no el acceso a recursos, se tiende a volver más igualitaria la economía. Cuando esto ocurre surgen y crecen clases medias educadas (quienes generan estos emprendimientos o participan de ellos) que comienzan a exigir el establecimiento de un sistema de bienestar, de protección social y de redistribución del ingreso.

			Algunos economistas que estudian la teoría de la curva de Kuznets le han añadido otra idea. Proponen que cuando el capital y la inversión dejan de rendir tanto (porque se ha invertido mucho) los países tienen que girar hacia una estrategia de crecimiento en que importa más la educación, el conocimiento y el trabajo (lo que los economistas llaman capital humano). Y la gracia del capital humano es que (en ausencia de esclavitud) no se puede concentrar su propiedad, como sí ocurre con el capital financiero: en el fondo es naturalmente más igualitario. Teóricamente alguien puede ser dueño de todo el capital en un país: de la tierra, los edificios, las máquinas y la riqueza; pero nadie puede ser el único profesional, doctor, ingeniero, abogado o contador, concentrando todo el conocimiento, todo el capital humano y las competencias profesionales. Por ende, cuando el capital humano se torna lo valioso en un país, lo que impulsa su crecimiento, tiende a mejorar la igualdad y se tiende a redistribuir el capital. Los países con economías en que importa más el talento y esfuerzo de las personas que el capital que heredan, tienden a crecer con igualdad.

			No sé si sea justo decir que Chile calza perfecto con la teoría de Kuznets. La parte que no me deja conforme, a mí por lo menos, es que no creo que fuera realmente necesario el shock de desigualdad que tuvimos durante la dictadura. De hecho, los indicadores de crecimiento de la dictadura son más bien pobres, un punto que ha recalcado en varios de sus escritos y conferencias el premio nacional de Humanidades, pero también mentor personal y colega en la Universidad de Chile, Ricardo Ffrench-Davis. No creo que se pueda decir que esa desigualdad causó el crecimiento que tuvimos después, más bien tengo la impresión de que mucho de eso tuvo que ver con la ambición, codicia y voracidad de los vencedores en el golpe militar. 

			Dicho eso, es posible que, sin la exagerada acumulación de poder y capital
de los vencedores y golpistas, hubiésemos de igual manera seguido una política de desarrollo similar a la que hemos perseguido los últimos cincuenta años, y habríamos experimentado algún alza (quizás menor a la registrada) en la desigualdad. Quizás, incluso, habríamos seguido una trayectoria parecida a la U invertida de Kuznets, solo que un poco menos “empinada”, más “achatada”. Nunca lo sabremos. 

			Los poderes fácticos

			Hay que decir, eso sí, que la mirada de Kuznets era un tanto “optimista”. Su argumento era que la desigualdad es una especie de “dolor de crecimiento”, como cuando crecen los adolescentes y les duelen los músculos y huesos que se desacomodan con las proporciones del resto del cuerpo; algo que va a pasar si es que se completa el proceso de desarrollo, algo transitorio. Es por esta mirada “optimista” que a algunos economistas, sobre todo aquellos que profesan ser más de izquierda, les tiende a “cargar” Kuznets, su famosa curva, y se irritan cuando uno habla de ella. 

			Esos colegas piensan que no hay nada “inevitable” en la trayectoria de equidad que sigue un país. Algunos piensan que, de no corregirse con mecanismos políticos y públicos, esa desigualdad puede perpetuarse. Eso explica que algunos países ricos sean más igualitarios y otros menos. Mejor dicho, que crecer no es garantía para lograr más equidad, que existe el peligro y la posibilidad de un “desarrollo con desigualdad”. 

			Otros piensan que las contradicciones sociales y los conflictos generados por una sociedad demasiado desigual pueden terminar destruyendo la economía de un país. En esos casos, la parte de la población que queda relegada en el proceso de desarrollo, esa que no gana tanto como la élite, se termina rebelando y generando conflictos que hacen que el país se estanque en su proceso de desarrollo o incluso viva un retroceso. Hay muchas variantes de esta teoría que se conoce como “trampa de los ingresos medios”. En este caso tampoco se cumple la U invertida de Kuznets.

			Quizás la crítica más famosa a la curva de Kuznets, hoy, se debe al economista Daron Acemogˇlu11 (mi director de tesis doctoral en el MIT) y al cientista político inglés James Robinson12, que se hicieron muy famosos con un libro llamado ¿Por qué fracasan los países? del año 2012. Es un libro muy interesante, con muchas ideas y muchos casos históricos presentados y discutidos. El argumento central de Acemogˇlu y Robinson es el siguiente: cuando ocurren los procesos de desarrollo capitalista como el que plantea Kuznets, en que países pobres logran crecer a punta de inversión, acumulación y concentración de capital, naturalmente se generan élites propietarias de los medios de producción. Lo que ocurre, argumentan Acemogˇlu y Robinson, es que, a veces, esas élites no están disponibles ni dispuestas a pasar a una fase de desarrollo en que es más importante la competencia que la acumulación de capital, en que es más importante el capital humano que el financiero y en que es más importante la redistribución y el mérito que la concentración y la herencia. Esas élites impiden, a través de mecanismos políticos democráticos y no democráticos, pacíficos y violentos, institucionales y de fuerza, los cambios que se necesitan para completar esa modernización, “capturan” el Estado y se constituyen como “poderes fácticos” en la política. Como se impide el cambio que necesita el país para avanzar, se produce un estancamiento en que ya no se crece como antes y se mantienen los elevados niveles de desigualdad. 

			De nuevo, como ocurre con Kuznets, hay todo tipo de críticas a las teorías de Acemogˇlu y Robinson. Y al igual que con la famosa “U invertida” sería una exageración decir que la experiencia en Chile se corresponde exactamente o únicamente a lo que predice la “trampa de los ingresos medios”13 y la captura del proceso de desarrollo por “poderes fácticos” y grupos privilegiados. No es así. Los países son organismos demasiado complicados para describir con un solo modelo. De hecho, cuando se miran los datos, uno encuentra casos que se acomodan a todas estas hipótesis que hemos estado discutiendo, otros en que se cumplen algunas y otros más que no parecen ajustarse a ninguna de ellas.

			Pero, eso sí, tenemos que reconocer que hay bastante de estas dos teorías en la realidad que vivimos en Chile hoy. ¿No? En alguna medida, hemos seguido algo de la trayectoria predicha por Kuznets, pero, por otro lado, nuestra incapacidad de mejorar la equidad, a mayor velocidad y peor desempeño en crecimiento, posiblemente se explican por algo así como una trampa de “poderes fácticos” como la de Acemogˇlu y Robinson. Por lo menos, por lo visto en nuestras calles, hay muchos que así lo creen.

			Desarrollo frustrado

			Tampoco sería justo decir que los chilenos recién nos hemos enterado de estos peligros y de las potenciales trampas que tiene el proceso de desarrollo cuando se publicó el libro de Daron. No es así. 

			En 1959, un profesor de la entonces llamada Facultad de Economía y Comercio de la Universidad de Chile (hoy se llama de Economía y Negocios, fen, donde trabajo yo) llamado Aníbal Pinto Santa Cruz14, escribió uno de los libros más influyentes de la economía y ciencia social chilena del siglo xx. El libro se llama Chile, un caso de desarrollo frustrado. De hecho, debido a este libro y otras obras suyas, Aníbal Pinto recibió el Premio Nacional de Humanidades y Ciencias Sociales, el mismo que recibió el profesor Ffrench-Davis que mencioné antes. Quizás les pueda interesar una curiosidad tipo “trivia”: Aníbal Pinto es el papá de la destacada actriz, directora y dramaturga Malucha Pinto; otra cosa importante en la que aportó el bueno de don Aníbal. 

			El caso es que la teoría de Aníbal Pinto tiene importancia para nosotros hoy. La teoría muestra hartas similitudes con lo planteado por Acemogˇlu y Robinson medio siglo después. La idea es que el proceso de crecimiento capitalista de Chile de esos tiempos contenía una contradicción. Esa contradicción tenía que ver con la incapacidad de superar una primera fase de crecimiento, basada en recursos naturales mineros y agrícolas, y pasar a una fase de lo que en tiempos de Pinto era el paradigma de modernización económica: “la industrialización”. ¿Por qué Chile no daba ese paso? Porque continuaba atrapado en estructuras de propiedad y organización social oligárquicas que no lo permitían. Por ende, se perpetuaba la desigualdad al mismo tiempo que se “frustraba” el desarrollo. Más aun, Pinto consideraba que había un desbalance muy marcado entre el atrasado y estancado desarrollo económico de Chile y su desarrollo político, que reproducía las aspiraciones sociales de muchos países occidentales. Pinto predecía, algo fatalista, que esas contradicciones entre lo que Chile “quería ser” y lo “que era” terminarían por hacer crisis. La política, la sociedad y la ciudadanía le terminarían por demandar tanto a esa economía estancada y capturada por una oligarquía, que el conflicto, crisis y colapso del proceso de desarrollo se volverían inevitables. El atraso de la economía en relación al desarrollo social, político y cultural se convertía en la trampa que nos haría fracasar. No se puede negar que la teoría de don Aníbal suena a una explicación plausible para lo que ocurrió después, durante la segunda mitad del siglo xx en Chile.

			Al igual que con los autores anteriores, con Kuznets y con Acemogˇlu, mi recomendación es no “comprarse” completamente el argumento de Pinto. Si uno lee su libro con mirada crítica le encuentra hartas falencias... Cómo no. Sin embargo, tenemos que admitir que su teoría contiene algo muy sugerente respecto de lo que pasó en Chile entre los años cincuenta y setenta. 

			Pero quizás mucho más importante que eso, la teoría del “desarrollo frustrado” de Pinto suena a una explicación plausible para lo que nos pasa en Chile hoy: crecimiento capitalista exitoso que genera una élite propietaria poco meritocrática, bastante oligárquica, muy defensora de sus privilegios, refractaria a la competencia y propensa a la corrupción. La aparición de clases medias que han desarrollado una cultura y una política que demandan un tipo de sociedad y democracia más avanzada que la economía que tenemos; la crisis generada por esta contradicción que amenaza con estancar o incluso “frustrar” permanentemente nuestro caso de desarrollo. Reconozcámoslo, algo hay de Pinto en lo que nos ocurre hoy. 

			Irse de hocico

			Quizás usted es una persona que considera que solo es posible hablar de la igualdad en Chile si es que intentamos hacer una corrección del Gini, para dar cuenta de la evidente subestimación de los ingresos financieros de las clases altas. Quizás usted piensa que, en realidad, estas medidas de desigualdad, que extraen un indicador promedio, subestiman la naturaleza de la desigualdad y que es mejor usar un indicador que compare el ingreso de los más privilegiados y de la masa de la población más vulnerable, como en el caso del famoso “Palma Índex”, el indicador propuesto por el destacado académico chileno de la Universidad de Cambridge, Gabriel Palma15. Quizás usted tiene otras objeciones a las medidas de desigualdad. O quizás tiene objeciones a la medida de crecimiento, quizás considera que esta sobreestima el bienestar porque no valora correctamente la calidad de vida, el tiempo libre, la sustentabilidad de los recursos naturales y la felicidad. 

			Todas estas críticas tienen algo de razón y, más aun, yo estaría de acuerdo con casi todas ellas en alguna medida. Ninguna de ellas, me parece, cambia la “gran historia”: no cambian la trayectoria histórica de la desigualdad en Chile y, por ende, no cambian el diagnóstico político que hemos hecho. No cambian el golpe de desigualdad de la dictadura; la sostenida pero demasiado lenta corrección de los Gobiernos democráticos; el hecho duro de que hoy tenemos un país que (antes del shock de la pandemia) reproducía los niveles de desigualdad de los años sesenta; y la patente evidencia de que ello está generando contradicciones insalvables entre nuestra economía, sociedad y política, que hacen insostenible continuar desarrollándonos a estos niveles de desigualdad.

			No se necesita demasiada creatividad aritmética para contar la historia del crecimiento y la desigualdad en Chile y no hay que desviarse demasiado de teorías económicas bastante conocidas y antiguas para aproximarse a explicaciones sensatas de lo que ha ocurrido en Chile. El problema no está, a diferencia de lo que han dicho muchos analistas de los eventos, ni en los datos ni en la teoría. Por fácil y conveniente que resulte decir que los economistas “no lo vimos venir”, simplemente no es cierto: abundan diagnósticos similares al que hemos propuesto en las páginas previas, muy anteriores al estallido social. Al lado de mi oficina en la Facultad Economía y Negocios de la Universidad de Chile está la sede del coes, el Centro de Estudios del Conflicto y Cohesión Social, que desde hace alrededor de una década estudia las crecientes señales de estancamiento en el desarrollo económico y social chileno. Hace más de una década, en uno de mis primeros roles públicos, recién salido del horno de mis estudios doctorales, fui invitado por la presidenta Michelle Bachelet a ser el secretario ejecutivo de la Comisión Trabajo y Equidad, conocida como Comisión Meller por su presidente el profesor Patricio Meller (otro mentor al que debo mucho). Esa comisión despachó un informe con gran cantidad de recomendaciones para lograr más crecimiento con equidad... Casi ninguna fue implementada en los años y Gobiernos siguientes.

			La pregunta es otra: ¿por qué la élite empresarial y política no se daba por enterada de esto, cuando es tan evidente que nos estaba ocurriendo? La pregunta más incómoda, quizás (o más impopular), ¿es por qué la ciudadanía y los votantes no dieron señales más claras antes y continuaron validando, elección tras elección, los mismos mecanismos, los mismos liderazgos autocomplacientes, una y otra vez? Como dicen los huasos: “La culpa no es del chancho sino del que le da afrecho”.

			Quizás en esto los países no son tan diferentes de las personas: necesitan darse de bruces o, como diría el chileno, “irse de hocico” para aceptar que tienen un problema que deben enfrentar y solucionar. Solo cuando uno se asoma al precipicio, con los pies pataleando al borde y empujando rocas que caen ruidosamente, se da cuenta de que tiene que frenar, girar cautelosamente y empezar a caminar hacia otro lado.

			El problema del gasto y los impuestos

			Les carga que les suban la carga

			Supongamos por un momento que estamos todos de acuerdo con la idea de que necesitamos corregir en forma dramática los niveles de equidad de nuestro país. Es importante, eso sí, clarificar que esto es un supuesto. Está lleno de gente que dice ser partidaria de lograr mayores niveles de igualdad pero que sistemáticamente se opone a todas las políticas que conducen a aquello. Pongamos esa forma de cinismo a un lado por un momento y asumamos que están genuinamente de acuerdo con este objetivo. Lo que sigue a esa convicción son muchas preguntas: ¿qué meta de equidad debemos ponernos para el corto plazo? ¿Qué meta para el largo plazo? ¿Cuánto debiéramos demorarnos en llegar a ese largo plazo? ¿Cuánto cuesta hacer esto? ¿Cuáles son los instrumentos de gasto social que debiéramos usar? ¿Cuáles son los impuestos que debiéramos usar para recaudar los fondos necesarios?

			Todas estas preguntas son cruciales y todas son difíciles de responder. Pero las respuestas a ellas juegan un rol crucial: “parametrizan”, como decimos los economistas, o si se quiere “ordenan” las políticas públicas del futuro en torno a objetivos que uno puede perseguir y monitorear; establecen una hoja de ruta que podemos seguir como país. 

			Usemos tres puntos para ordenar la discusión: Chile con su Gini en el rango 45-47 (prepandemia), Portugal que está aproximadamente 10 puntos más abajo y Suecia que está otros 10 puntos más abajo. Para decirlo de otro modo, para que Chile se parezca a Portugal tendríamos que lograr hacer caer nuestro Gini a 37 (10 puntos) y para parecernos a Suecia a 27 (20 puntos). La primera pregunta que uno debiera hacerse es cuánto puede costar hacer eso, suponiendo, claro está, que una vez que uno tiene los recursos sabe qué hacer con ellos para lograr el resultado y sostenerlo en el tiempo.

			Una forma de aproximarse a responder esa pregunta es examinar las cargas tributarias16 de estos tres países; esto es, qué porcentaje del pib es recaudado por el fisco en forma de impuestos. 

			Nuevamente esta comparación no es tan simple como suena. ¿Por qué? Bueno, porque los países tienen organizados sus impuestos, gastos, subsidios e ingresos del Estado en formas que hacen complicada la comparación y que nuevamente les dan espacio a los analistas que, en buen chileno, tienen “una hachita que afilar”. Unos te dirán que en realidad, luego de algunas acrobacias estadísticas, la carga tributaria de Chile no es tan diferente a la de esos países; incluso hay quienes llegan tan lejos como para decir que es más alta y onerosa para nuestra “explotada” y “maltratada” clase empresarial. Cómo sabemos, si algo les carga a los empresarios, es que les suban la carga. Esto es, por cierto, una exageración. Hay problemas en la forma de comparar los datos, pero eso no elimina las diferencias.

			Por ejemplo, Chile tiene a Codelco. Una parte de lo que entrega Codelco al Estado lo hace a través de impuestos (incluyendo un impuesto especial a las empresas públicas) pero, además, cuando la compañía tiene utilidades, como ocurre en cualquier compañía, las entrega al dueño. Por ende, en el caso de Codelco, se entregan completamente al Estado. Esto hace que una parte de los recursos de los que dispone el fisco chileno para gasto social no sean, en estricto sentido, “carga tributaria”... pero igual sirven para recaudar. Uno puede recaudar las utilidades de Codelco con un elevado impuesto a las utilidades de las empresas públicas, en cuyo caso es parte de la carga tributaria, o simplemente recibiendo las utilidades, en cuyo caso no es parte de la carga tributaria. Cada país tiene organizado esto de los ingresos de empresas estatales en formas distintas, los cuentan y los llaman en formas diferentes, lo que dificulta la comparación. Organizaciones internacionales como el FMI, el Banco Mundial y la ocde realizan un esfuerzo por hacer las cargas tributarias comparables entre países, pero no es tan fácil.

			Otro ejemplo: en algunos países las cotizaciones previsionales para la vejez y las primas de los seguros médicos son parte de la estructura tributaria (literalmente las cobra el equivalente al Servicio de Impuestos Internos de Chile). En estos cobros, algunas cosas se cuentan de esa manera o se encuentran diluidas en la estructura tributaria general, de modo que no es posible decir que un grupo particular de impuestos sirve para pensiones y otro no. En esos países, lo que para Chile es la cotización para la afp, para ellos es un impuesto que a veces se asigna a cuentas individuales, otras veces para financiar un sistema de reparto y la mayoría de las veces para algún sistema mixto que cambia de país en país. Para complicar las cosas más aun, muchos países tienen, además de su previsión social, sistemas previsionales “tipo Chile” adicionales (cuentas individuales administradas por intermediarios financieros privados). A veces estos sistemas complementarios son voluntarios, pero tienen beneficios tributarios: para la empresa, para el trabajador o para ambos. Por ende, no es obligatorio, pero si es “inducido” con un costo fiscal y, por lo tanto, algún efecto tiene sobre la recaudación. Como se puede ver, desenredar esta madeja no es simple. 

			Último ejemplo (hay montones): en muchos países el sistema de impuestos a la renta y a los ingresos contiene políticas de gasto camufladas como exenciones tributarias. En algunos países existen, por ejemplo, sistemas de subsidio al ingreso laboral (a los más pobres, a los matrimonios con hijos, a los hogares monoparentales, a las mujeres jefas de hogar, etcétera) que operan como parte del sistema tributario: la persona hace una declaración de impuestos y en vez de pagar, le pagan. En algunas partes del mundo estos subsidios metidos en el sistema tributario cambian según la región en que reside el individuo. En Chile, por ejemplo, existen “zonas francas” en Iquique y Magallanes, que eximen de aranceles (que en alguna época fueron significativos) y del iva (que lo sigue siendo). En otras partes del mundo se favorece a sectores productivos específicos en vez de regiones, por ejemplo en Chile existen los mecanismos de renta presunta, que en la práctica rebajan impuestos a la renta al transporte, agro y construcción. Dependiendo de cómo se encuentran armados estos sistemas en cada país será más o menos difícil separar la “parte impuesto”, la “parte subsidio” y la parte que es un poquitito de ambas para poder hacer la comparación. De hecho, debido a que son tan difíciles de separar todas estas categorías, los economistas tributarios suelen usar otro concepto: el “gasto tributario”, que son todos estos diferentes tipos de subsidio a veces implícitos y otras veces explícitos en los sistemas impositivos.

			Así que es un enredo esto de comparar “cargas tributarias” y por cierto que, una vez más, hay una industria de economistas dedicados a desmadejar estos números y hacer comparaciones que a veces se hacen con buena fe y mucho rigor, pero otras veces no tanto.

			La carga tributaria chilena se está acercando a 22  % del pib, la carga tributaria de Portugal es casi 35  % y la de Suecia se acerca a 44  %. Ahora, tal como dijimos, una parte importante de lo que se llama “carga tributaria” en esos países no lo es en Chile y viceversa. Cuando uno hace esas correcciones le tiene que restar alrededor de 7-9 % a las cargas tributarias de los países desarrollados para que las cifras sean comparables con las de nuestro país. O sea, más o menos se podría decir que Portugal tiene una carga tributaria comparable cercana a 27-28 % y Suecia por ahí por 35-36 %. Portugal tiene una carga tributaria comparable que es, por lo bajo, 5 % del pib más que Chile; Suecia, como mínimo, un 10 % del pib más que Chile. Estas son comparaciones gruesas, por cierto, que pueden ser refinadas y criticadas por mis colegas. Esa es la idea. Por otro lado, son cifras estilizadas y aproximadas que nos sirven para pensar el tamaño del desafío tributario que enfrenta Chile, porque por mucha refinación que se les haga, los órdenes de magnitud son más o menos esos.

			Ahora la pregunta es cuánta equidad podría lograr Chile subiendo la carga tributaria y redistribuyendo los recursos recaudados. 

			La respuesta rigurosa sería decir “depende”. El impacto de reducción de la desigualdad del gasto social (cuánto Gini reducimos por peso recaudado y gastado) va a depender de la eficiencia, efectividad y probidad del Estado. En eso tienen razón los conservadores que levantan siempre este punto, aunque no siempre lo hagan con completa buena fe (a veces buscan paralizar las reformas más que mejorarlas). Sin embargo, es cierto que si se pierden muchos recursos por mala gestión o malas prácticas, se va a lograr menos en términos de equidad por peso gastado. Eso implica, por cierto, que la reforma del Estado, y las regulaciones contra el clientelismo y la corrupción, son algo clave si uno quiere apostar a una estrategia de expansión radical del gasto social. Lo que hay que buscar es que el dinero recaudado rinda al máximo. Después de todo, problemas de este tipo se observan en todas partes. Como decían los veteranos, ocurre “hasta en las mejores familias”. Dicho lo anterior, es importante recordar que, aunque la percepción ciudadana en Chile respecto a la probidad de nuestro Estado sea mala y haya empeorado, las comparaciones internacionales muestran que todavía es cierto que tenemos un fisco relativamente efectivo y con niveles medianamente bajos de corrupción17. Esto no es una excusa para la complacencia, las reformas hay que hacerlas igual, pero sí permite concebir la posibilidad de usar en forma más agresiva al Estado chileno como instrumento redistributivo, y nos permite abrigar la esperanza de tomar a tiempo las medidas para revertir el proceso de deterioro que resulta tan evidente para todos.

			Una forma de “medir” el impacto distributivo del gasto social18 es usar la que es, quizás, la política redistributiva más grande que se ha implementado en Chile en años recientes: la reforma previsional del 2008, promulgada durante el primer Gobierno de la presidenta Michelle Bachelet. La gracia de esa reforma es que consistió en una transferencia de recursos directa y muy significativa hacia los sectores más pobres de la población chilena. Esencialmente, la reforma estableció una pensión básica solidaria que le entregaba, en ese momento, medio salario mínimo a más de un millón de adultos mayores que hasta ese momento no tenían ingresos de ningún tipo. La lógica era que una pareja de adultos mayores recibiera, por lo bajo, lo equivalente a un salario mínimo. Esa reforma previsional costaba, en régimen, un poco menos de 1 % del pib. En su momento, cuando se implementó, no se hizo una reforma tributaria para financiarla porque el fisco chileno de la época tenía holguras presupuestarias estructurales muy significativas que, por cierto, desaparecieron rápidamente como resultado de la crisis subprime, el terremoto y cierto deterioro que hemos sufrido en la disciplina fiscal. 

			Un cálculo contable simple, simulando el efecto sobre la estructura de ingresos, nos permite inferir que la reforma previsional del 2008 redujo el Gini entre 1 y 3 puntos. Esto es, nuevamente, un orden de magnitud que requiere más refinación y estudio. Pero, si lo usamos como una brújula y tomamos el promedio, podemos proponer como medida muy gruesa y aproximada que por cada punto adicional de gasto público, el Gini se podría reducir algo así como 2 puntos. 

			Esto tiende a coincidir en órdenes de magnitud con nuestras comparaciones internacionales: nuestra distancia con el Gini de Portugal es de aproximadamente 10 puntos y nuestra diferencia de carga tributaria comparable es de algo así como 5 % del pib: o sea, algo así como 2 puntos de Gini por punto de pib; nuestra distancia en Gini con Suecia es de 20 puntos y de carga de 10 % o más: de nuevo, aproximadamente 2 puntos de Gini por punto. Es una medida muy gruesa, llena de problemas, pero nuevamente nos da un orden de magnitud para los desafíos de política económica que tenemos por delante.

			Lo anterior nos muestra las dimensiones del esfuerzo tributario que tiene que hacer Chile para aproximarse a los estándares de equidad que presumiblemente queremos emular: 5 % del pib para acercarnos a Portugal, 10 % del pib para acercarnos a Suecia, pesos más, pesos menos. Ninguno de estos cálculos es exacto ni preciso, son órdenes de magnitud y tal como dijimos al principio de esta sección, la efectividad de este gasto depende críticamente, además del “cuánto”, del “cómo”. 

			Ahora, cuidado: recordemos que el tamaño del gasto fiscal chileno es de algo más que 20 % del pib; en un caso estamos hablando de aumentar su tamaño en un cuarto y en el otro de una mitad. Son cambios grandes. No son fáciles de implementar desde el punto de vista de la gestión pública, ni son fáciles de absorber desde el punto de vista del funcionamiento de la economía.

			El estudio de una pingüina

			Una de las clásicas objeciones de la derecha a la posibilidad de expandir de manera significativa el gasto fiscal sigue la siguiente lógica: nos dicen que es cierto que los países más desarrollados tienden a tener cargas tributarias mayores y, por ende, sistemas de protección y redistribución social mucho más significativos; sin embargo, eso es ahora que son desarrollados; cuando tenían el nivel de desarrollo de Chile, sus cargas eran más bajas y fueron esas cargas tributarias y de gasto social más bajas las que permitieron que esos países llegaran a ser desarrollados. La lógica de este argumento nos conduce a creer que Chile debiera mantener sus cargas, crecer, y luego, cuando llegue al desarrollo, redistribuir. 

			El año 2012, en la Universidad de Chile, junto con una tesista llamada Camila Cea y un par de colegas llamados Daniel Hojman y Claudio Bravo-Ortega, decidimos abordar esta objeción clásica de la derecha a la expansión del gasto fiscal. Nos hicimos dos preguntas. Primero: ¿es cierto que los países que son desarrollados tenían una carga tributaria parecida a la chilena cuando estaban en nuestro nivel de desarrollo? Segundo: ¿el nivel de gasto social que tienen los países mientras se desarrollan cambia el tipo de país en que se convierten cuando llegan al desarrollo?

			Camila Cea es una representante quintaescencial de la generación que está cambiando a Chile: los famosos millennials, nacidos entre fines de los ochenta e inicios de los noventa. Camila estaba en su primer año de universidad, en la fen, para el 2006, el año de la revolución pingüina; o sea, era casi pingüina (digamos una pingüina vintage). Luego, para 2011, el año de las movilizaciones estudiantiles, ya estaba bastante avanzada en sus estudios de economía y fue electa secretaria general de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (fech), cuando era presidenta la diputada Camila Vallejo. No es de extrañar, entonces, que desempeñara un rol importante en el paro estudiantil que tuvo mi facultad ese año.

			Ahora, como todos sabemos, los temas centrales de las movilizaciones estudiantiles del año 2011 fueron de carácter nacional. Esencialmente se reclamaba por la gratuidad en la educación, el fin al lucro en el sistema educativo y la defensa de la educación pública. Todos sabemos, además, el enorme impacto que tuvieron esas movilizaciones sobre el sistema político chileno: moldeando el programa del segundo Gobierno de Michelle Bachelet, introduciendo a esta generación de líderes estudiantiles a la política parlamentaria, pariendo nuevos partidos y movimientos políticos principalmente en la izquierda, pero también en la derecha y colocando los cimientos políticos y culturales, probablemente, de lo que terminaría siendo el estallido social del 2019. 

			Sin embargo, en la fen, el paro de los estudiantes tomó otro carácter: a los temas anteriores se sumó la necesidad de hacer una reforma curricular y de los contenidos educativos de los programas de pregrado. Los estudiantes consideraban que la forma en que se enseñaba economía era sesgada, incompleta, doctrinaria y que no se hacía cargo de las preguntas que debía abordar el país: la justicia, la felicidad, la equidad, la sustentabilidad, las brechas de género, las naciones originarias, etcétera. Y algunos profesores, quizás no mayoritarios inicialmente, estábamos de acuerdo. 

			El resultado de todo esto fue que, en mayo del 2012, justo cuando publicábamos con Camila el estudio al que me refiero más arriba, mis colegas me solicitaban asumir la dirección de la escuela de pregrado, para intentar consensuar una reforma curricular a la malla de estudios de Ingeniería Comercial. El desafío no era sencillo: había que compatibilizar los cambios de contenido y metodología que proponían los estudiantes con la materia que debe enseñarse en el cumplimiento de las obligaciones pedagógicas de la universidad y sus profesores. Así que implementamos una reforma que modificó sustantivamente la malla: duplicó el espacio para historia económica, cuadruplicó el espacio para otras ciencias sociales, reforzó el fomento a la lectura y el espacio para la indagación intelectual entre los estudiantes, introdujo el ramo de Economía Política, los talleres de política pública, incorporó cursos de comunicación y lenguaje, democratizó la enseñanza de segundos idiomas (introduciendo por ejemplo cursos de mapudungún), estableció la práctica social obligatoria para todos los estudiantes, creó una iniciativa para fomentar el arte y la cultura entre los estudiantes llamada Mudarte (música, danza, arte y teatro), creó la iniciativa Barrio Azul para fomentar el trabajo comunitario de los estudiantes en el barrio que rodea a la escuela, creó la feria de organizaciones estudiantiles (FOE) para promover el compromiso social y político de los estudiantes, etcétera. ¿Y quién fue central para implementar esas reformas? Bueno pues, Camila Cea. 

			Si ustedes compran una copia del libro The Economy de Oxford University Press del año 2017 y miran el prólogo se van a sorprender. Se van a encontrar con una foto enorme de Camila y la historia de la reforma curricular de la fen. Esto es porque la reforma que hicimos juntos (particularmente un seminario internacional sobre métodos pedagógicos en economía, que organizaron los estudiantes con ayuda nuestra) sirvió como puntapié inicial a un movimiento de reforma de la enseñanza en economía, que usa este nuevo texto (disponible en forma gratuita online) que se llama core Econ, y que hoy se utiliza en cientos de universidades alrededor del mundo. Camila se terminó yendo a Inglaterra a ser la directora ejecutiva de esa iniciativa y trabajar con la gestora principal del proyecto, la académica australiana Wendy Carlin. ¿Dónde está Camila hoy? Haciendo su doctorado, preparándose para volver a contribuir a los procesos de cambio que vienen por delante en Chile.

			Camila Cea pertenece a una larga tradición de economistas de izquierda de la Universidad de Chile, que viene desde Pedro Aguirre Cerda (el fundador de nuestra escuela) y de Aníbal Pinto Santa Cruz, de quien hablamos antes. A diferencia de la caricatura que existe en cierta vertiente infantil de la política (esa que dice que todos los economistas son neoliberales), esa tradición es mucho menos ortodoxa: rescata de Keynes y de Hayek, de Schumpeter y de Ricardo, de Smith y de Marx. Y a diferencia de lo que podrían creer los sectores más conservadores y refractarios, esa tradición no es ni estatista, ni chavista, ni nada por el estilo: se rescata el rol de los mercados y la competencia, pero se entiende que ello solo funciona bien si hay justicia, equidad, juego limpio e integración social; rescata también el rol de la innovación empresarial y de las estrategias de desarrollo productivo del Estado. Es una tradición poco interesante para la política de medios de hoy, que premia la caricatura, los extremos y la pendejada. Pero ahí está, hace mucho, con variantes, en la fen, antes Facea (de Ciencias Económicas y Administrativas, 1972-06), antes fep (Economía Política, 1972-73) y antes eec (Escuela de Economía y Comercio, 1934-72).
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